
 

 

Departamento Administrativo de la Función Pública 

Concepto 093651  

Fecha: 28/02/2022 

  

Bogotá D.C. 

  

REFERENCIA: Tema: Empleo Subtema: Retiro del 
servicio RADICACION: 20222060077652 del 10 de febrero de 2022 

  

En atención a su comunicación de la referencia, mediante la cual consulta: 

  

“SOY FUNCIONARIA PÚBLICA DESDE HACE 26 AÑOS, TENGO 58 AÑOS, 
CON 1550 DE COTIZACIÓN EN PENSIONES, AHORA QUE SE HIZO EL 
CONCURSO PARTICIPE EN ÉL, PERO NO QUEDE DE PRIMERA: 

  

1. CUÁL SERIA MI SITUACION CUANDO SALGA LA LISTA DE ELEGIBLES? 

  

2. ¿DEBO RENUNCIAR ANTES QUE SALGA LA LISTA DE ELEGIBLES? 

  



3. ¿PUEDO ESPERAR AL RETIRO FORZOSO?” 

  

Me permito dar respuesta en los siguientes términos: 

  

Con el fin de dar respuesta a su escrito, se considera tener presente si la entidad 
se encuentra en proceso de reestructuración administrativa, evento en el cual, la 
Ley 790 de 20021 consagra: 

  

“ARTÍCULO 12. PROTECCIÓN ESPECIAL. De conformidad con la 
reglamentación que establezca el Gobierno Nacional, no podrán ser retirados del 
servicio en el desarrollo del Programa de Renovación de la Administración Pública 
las madres cabeza de familia sin alternativa económica, las personas con 
limitación física, mental, visual o auditiva, y los servidores que cumplan con la 
totalidad de los requisitos, edad y tiempo de servicio, para disfrutar de su pensión 
de jubilación o de vejez en el término de tres (3) años contados a partir de la 
promulgación de la presente ley.” (Artículo declarado exequible por las sentencias 
C-174 de 2004, C-044 de 2004 y C-1039 de 2003). 

  

Con fundamento en lo expuesto, para el caso objeto de consulta, esta Dirección 
Jurídica considera que la persona que tiene la calidad de pre pensionado; es decir, 
al que le faltan menos de tres años para cumplir los requisitos para acceder a la 
pensión (edad y/o tiempo de servicios) no podrá ser retirados del servicio en el 
desarrollo del Programa de Renovación de la Administración Pública. 

  

Adicionalmente, debe tener en cuenta la protección especial en caso de supresión 
del empleo como consecuencia de una reforma de planta de personal, 
contemplada en el Decreto 1083 de 20152: 

  

“ARTÍCULO 2.2.12.1.2.1 Destinatarios. No podrán ser retirados del servicio las 
madres o padres cabezas de familia sin alternativa económica, las personas con 
limitación física, mental, visual o auditiva, y los servidores que cumplan la totalidad 
de los requisitos de edad y tiempo de servicio para disfrutar de su pensión de 
jubilación o de vejez, en el término de tres (3) años, según las definiciones 
establecidas en el Artículo 2.2.11.3.1.1 del presente decreto.” 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=6675#12
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14288#044
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Conforme a la normativa anterior, en caso de supresión del empleo como 
consecuencia de una reforma de planta de personal, la ley ha otorgado un amparo 
especial a favor de los empleados públicos que se encuentren en situación de 
especial protección; no obstante, dicho beneficio no es absoluto, en la medida en 
que, para efectos de acceder al beneficio, el servidor público debe demostrar tal 
condición, y la entidad, deberá verificar que así sea. 

  

De acreditarse cualquiera de las condiciones descritas en la Ley 790 de 2002, y el 
Decreto 1083 de 2015, la entidad que se encuentre en desarrollo de procesos de 
reestructuración o liquidación, en los que eventualmente se pueda ver 
comprometida la estabilidad laboral de los servidores públicos, deberá asegurar y 
mantener en su cargo a quien se encuentre en dicha situación de debilidad 
manifiesta entiéndase madres o padres cabeza de familia sin alternativa 
económica, las personas con limitación física, mental, visual o auditiva, y los 
servidores que cumplan la totalidad de los requisitos de edad y tiempo de servicio 
para disfrutar de su pensión de jubilación o de vejez, en el término de tres (3) 
años, inclusive cuando la naturaleza de su vinculación laboral no corresponda a la 
de empleado de carrera administrativa. 

  

Ahora bien, frente a la protección especial para los empleados públicos próximos a 
pensionarse, la Corte Constitucional, en Sentencia T-009 del 17 de enero de 2008 
sostuvo: 

  

“…La Sala considera que la incorporación del retén social al plan de renovación de 
la Ley 812 hace inaplicable el término de vigencia conferido por la Ley 790 de 
2002, por lo menos en lo que hace referencia a la fecha a partir de la cual debe 
empezar a contarse el periodo de protección de 3 años. No obstante, ese lapso 
abstracto dentro del cual la persona debe adquirir el derecho a pensionarse, como 
condición para recibir los beneficios del retén social -los 3 años- debe 
conservarse, pues constituye el término que a ojos del legislador define a quien 
está próximo a pensionarse. 

  

En conclusión, el legislador estableció en 3 años como el lapso dentro del cual una 
persona puede considerarse próxima a pensionarse. Con ello consagró un plan de 
transición por dicho lapso. Este término debe ser respetado por la Corte. Lo que 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=67236#009


fue modificado, gracias a la vigencia de la Ley 812, es la fecha, el momento 
histórico, a partir del cual deben contabilizarse esos 3 años. 

  

Ello porque el hecho de que el término de 3 años se cuente a partir de la fecha de 
promulgación de la Ley 790 de 2002 es una condición claramente modificada por 
el Plan Nacional de Desarrollo -812 de 2003-, pues ésta última prolongó la 
vigencia del retén social a todo el plan de renovación de la administración pública, 
no ya al que fue objeto de regulación transitoria por parte de la Ley 790. 

  

(…) 

  

Esto incluye, como ha quedado claro, la protección a las personas próximas a 
pensionarse. De conformidad con lo dicho, la Sala entiende que, para efectos de 
la aplicación de las normas correspondientes, se entiende que una persona 
próxima a pensionarse es aquella a la que le faltaren menos de 3 años para 
adquirir el derecho a pensionarse. Los 3 años deben empezar a contarse a partir 
de la fecha de reestructuración de la entidad, siempre y cuando la misma se haya 
reestructurado dentro del programa de renovación de la administración pública. 
(…)” 

  

De conformidad con lo anterior, se infiere que la protección especial del Retén 
Social, se aplica a todos los programas de renovación de la Administración Pública 
del Estado Colombiano, a las entidades en liquidación o reestructuración. 

  

Al respecto al retiro de los provisionales, el referido Decreto 1083 de 2015 
establece: 

  

“ARTÍCULO 2.2.5.3.4. Terminación de encargo y nombramiento provisional. Antes 
de cumplirse el término de duración del encargo, de la prórroga o del 
nombramiento provisional, el nominador, por resolución motivada, podrá darlos por 
terminados”. 

  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=62866#2.2.5.3.4


De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 2.2.5.3.4. del Decreto 1083 de 
2015, la terminación del nombramiento provisional o el de su prórroga, procede 
por acto motivado, y sólo es admisible una motivación donde la insubsistencia 
invoque argumentos puntuales como la provisión definitiva del cargo por haberse 
realizado el concurso de méritos respectivo, la imposición de sanciones 
disciplinarias, la calificación insatisfactoria u otra razón específica atinente al 
servicio que está prestando y debería prestar el empleado concreto. 

  

En conclusión, los servidores públicos que ocupan en provisionalidad un cargo de 
carrera gozan de una estabilidad laboral relativa, lo que implica que únicamente 
pueden ser removidos por causas legales que obran como razones objetivas que 
deben expresarse claramente en el acto de desvinculación, dentro de las que se 
encuentra la provisión del cargo que ocupaban, con una persona de la lista de 
elegibles conformada previo concurso de méritos. En esta hipótesis, la estabilidad 
laboral relativa de las personas vinculadas en provisionalidad cede frente al mejor 
derecho de quienes superaron el respectivo concurso. 

  

En ese sentido, la situación de quienes ocupan en provisionalidad cargos de 
carrera administrativa, encuentra protección constitucional, en la medida en que, 
en igualdad de condiciones pueden participar en los concursos y gozan de 
estabilidad laboral, condicionada al lapso de duración del proceso de selección y 
hasta tanto sean reemplazados por quien se haya hecho acreedor a ocupar el 
cargo en virtud de sus méritos evaluados previamente. 

  

Por consiguiente, y dada la realización del correspondiente concurso de méritos 
para la provisión de los empleos de carrera resulta procedente la desvinculación 
de los empleados provisionales siempre que la misma se efectué mediante acto 
administrativo motivado a fin que el empleado conozca las razones por las cuales 
se le desvincula y ejerza su derecho de contradicción. 

  

La Corte Constitucional ha reconocido que dentro de las personas que ocupan en 
provisionalidad cargos de carrera, pueden encontrarse sujetos de especial 
protección constitucional, como las madres y padres cabeza de familia, quienes 
están próximos a pensionarse y las personas en situación de discapacidad, a los 
que, si bien por esa sola circunstancia no se les otorga un derecho indefinido a 
permanecer en ese tipo de vinculación laboral, en virtud del derecho ostentado por 
las personas que acceden por concurso de méritos, sí surge una obligación 
jurídico constitucional de propiciarse un trato preferencial como medida de acción 
afirmativa. 



  

En efecto, la Corte Constitucional ha reconocido que cuando un empleado ocupa 
en provisionalidad un cargo de carrera y es, además, sujeto de especial protección 
constitucional, “concurre una relación de dependencia intrínseca entre la 
permanencia en el empleo público y la garantía de sus derechos fundamentales, 
particularmente el mínimo vital y la igualdad de oportunidades. De allí que se 
sostenga por la jurisprudencia que la eficacia de esos derechos depende del 
reconocimiento de estabilidad laboral en aquellos casos, a través de un ejercicio 
de ponderación entre tales derechos y los principios que informan la carrera 
administrativa”. 

  

Si bien los empleados provisionales que se encuentran en situaciones especiales 
no tienen un derecho a permanecer de manera indefinida en el cargo, pues este 
debe proveerse por medio de un concurso de méritos, sí debe otorgárseles un 
trato preferencial como acción afirmativa, antes de efectuar el nombramiento de 
quienes ocuparon los primeros puestos en la lista de elegibles del respectivo 
concurso de méritos, con el fin de garantizar el goce efectivo de sus derechos 
fundamentales. 

  

Lo anterior en virtud de los mandatos contenidos en los incisos 2º y 3º del 
Artículo 13 de la Constitución Política, relativos a la adopción de medidas de 
protección a favor de grupos vulnerables y personas en condición de debilidad 
manifiesta, y en las cláusulas constitucionales que consagran una protección 
reforzada para ciertos grupos sociales, tales como las madres cabeza de 
familia (art. 43 CP), los niños (art. 44 CP), las personas de la tercera 
edad (art. 46 CP) y las personas con discapacidad (art. 47 CP). 

  

En relación con la estabilidad laboral relativa de que gozan los empleados que 
ocupan cargos de carrera en provisionalidad, la Corte Constitucional ha señalado 
algunas medidas que pueden adoptarse para garantizar los derechos 
fundamentales de quienes ameritan una especial protección constitucional por 
estar en condiciones de vulnerabilidad. Por ejemplo, en la sentencia de 
unificación SU-446 de 2011, la Corte Constitucional hizo un pronunciamiento en 
torno a la relación existente entre la provisión de cargos de carrera mediante 
concurso de méritos y la protección especial de las personas que ocupan dichos 
cargos en provisionalidad y se encuentran en circunstancias especiales tales 
como las madres y padres cabeza de familia, prepensionados o personas en 
situación de discapacidad. Al respecto expresó: 

  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#13
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“Los servidores en provisionalidad, tal como reiteradamente lo ha expuesto esta 
Corporación, gozan de una estabilidad relativa, en la medida en que sólo pueden 
ser desvinculados para proveer el cargo que ocupan con una persona de carrera, 
tal como ocurrió en el caso en estudio o por razones objetivas que deben ser 
claramente expuestas en el acto de desvinculación. En consecuencia, la 
terminación de una vinculación en provisionalidad porque la plaza respectiva debe 
ser provista con una persona que ganó el concurso, no desconoce los derechos 
de esta clase de funcionarios, pues precisamente la estabilidad relativa que se le 
ha reconocido a quienes están vinculados bajo esta modalidad, cede frente al 
mejor derecho que tienen las personas que ganaron un concurso público de 
méritos. 

  

“[…] Sin embargo, la Fiscalía General de la Nación, pese a la discrecionalidad de 
la que gozaba, sí tenía la obligación de dar un trato preferencial, como una medida 
de acción afirmativa a: i) las madres y padres cabeza de familia; ii) las personas 
que estaban próximas a pensionarse, entiéndase a quienes para el 24 de 
noviembre de 2008 –fecha en que se expidió el Acuerdo 007 de 2008– les faltaren 
tres años o menos para cumplir los requisitos para obtener la respectiva pensión; 
y iii) las personas en situación de discapacidad. 

  

“En estos tres eventos la Fiscalía General de la Nación ha debido prever 
mecanismos para garantizar que las personas en las condiciones antedichas, 
fueran las últimas en ser desvinculadas, porque si bien una cualquiera de las 
situaciones descritas no otorga un derecho indefinido a permanecer en un empleo 
de carrera, toda vez que prevalecen los derechos de quienes ganan el concurso 
público de méritos. Como el ente fiscal no previó dispositivo alguno para no 
lesionar los derechos de ese grupo de personas, estando obligado a hacerlo, en 
los términos del Artículo 13 de la Constitución, esta Corte le ordenará a la entidad 
que dichas personas, de ser posible, sean nuevamente vinculadas en forma 
provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía de los que venían 
ocupando”. 

  

Entonces, pese a la potestad de desvincular a los empleados públicos nombrados 
en provisionalidad en un cargo de carrera, para no vulnerar los derechos 
fundamentales de aquellas personas que están en condiciones especiales, deben 
observarse unos requisitos propios de la estabilidad relativa o intermedia de que 
son titulares, entre ellos: 

  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#13


La adopción de medidas de acción afirmativa tendientes a proteger efectivamente 
el especial contexto de las personas vinculadas en provisionalidad, y 

  

La motivación del acto administrativo de desvinculación. 

  

Para la Corte Constitucional, antes de procederse al nombramiento de quienes 
superaron el concurso de méritos, las personas con una situación especial han de 
ser los últimos en removerse y en todo caso, en la medida de las posibilidades, 
deben vincularse nuevamente en forma provisional en cargos vacantes de la 
misma jerarquía o equivalencia de los que venían ocupando, siempre y cuando 
demuestren una de esas condiciones especiales al momento de su desvinculación 
y al momento del posible nombramiento. “La vinculación de estos servidores se 
prolongará hasta tanto los cargos que lleguen a ocupar sean provistos en 
propiedad mediante el sistema de carrera o su desvinculación cumpla los 
requisitos exigidos en la jurisprudencia constitucional, contenidos, entre otras, en 
la sentencia SU-917 de 2010”. 

  

Así mismo, la Corte Constitucional en sentencia SU- 446 de 2011, Magistrado 
Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub sobre el retiro de las personas en situación 
de discapacidad, las madres y padres cabeza de familia y los pre pensionados por 
concurso, refirió: 

  

“En razón de la naturaleza global de la planta de personal de la Fiscalía, tal como 
la definió el legislador, y el carácter provisional de la vinculación que ostentaban 
quienes hacen parte de este grupo de accionantes, la Sala considera que el Fiscal 
General gozaba de discrecionalidad para determinar los cargos que serían 
provistos por quienes superaron el concurso; por tanto, no se podía afirmar la 
vulneración de los derechos a la igualdad y al debido proceso de estos servidores, 
al no haberse previsto por parte de la entidad, unos criterios para determinar qué 
cargos serían los que expresamente se ocuparían con la lista de elegibles. 

  

La única limitación que tenía la Fiscalía General de la Nación era reemplazar a 
estos provisionales con una persona que hubiere ganado el concurso y ocupado 
un lugar que le permitiera acceder a una de las plazas ofertadas. En este caso, los 
provisionales no podían alegar vulneración de derecho alguno al ser 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=67736#917
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=69316#446


desvinculados de la entidad toda vez que lo fueron para ser reemplazados por una 
persona que ganó el concurso. 

  

Los servidores en provisionalidad, tal como reiteradamente lo ha expuesto esta 
Corporación, gozan de una estabilidad relativa, en la medida en que sólo pueden 
ser desvinculados para proveer el cargo que ocupan con una persona de carrera, 
tal como ocurrió en el caso en estudio o por razones objetivas que deben ser 
claramente expuestas en el acto de desvinculación. En consecuencia, la 
terminación de una vinculación en provisionalidad porque la plaza respectiva debe 
ser provista con una persona que ganó el concurso, no desconoce los derechos 
de esta clase de funcionarios, pues precisamente la estabilidad relativa que se le 
ha reconocido a quienes están vinculados bajo esta modalidad, cede frente al 
mejor derecho que tienen las personas que ganaron un concurso público de 
méritos. 

  

En la sentencia C-588 de 2009, se manifestó sobre este punto, así: “… la situación 
de quienes ocupan en provisionalidad cargos de carrera administrativa es objeto 
de protección constitucional, en el sentido de que, en igualdad de condiciones, 
pueden participar en los concursos y gozan de estabilidad mientras dura el 
proceso de selección y hasta el momento en que sean reemplazados por la 
persona que se haya hecho acreedora a ocupar el cargo en razón de sus méritos 
previamente evaluados” 

  

Sin embargo, la Fiscalía General de la Nación, pese a la discrecionalidad de la 
que gozaba, sí tenía la obligación de dar un trato preferencial, como una medida 
de acción afirmativa a: i) las madres y padres cabeza de familia; ii) las personas 
que estaban próximas a pensionarse, entiéndase a quienes para el 24 de 
noviembre de 2008 -fecha en que se expidió el Acuerdo 007 de 2008- les faltaren 
tres años o menos para cumplir los requisitos para obtener la respectiva pensión; 
y iii) las personas en situación de discapacidad. 

  

En estos tres eventos la Fiscalía General de la Nación ha debido prever 
mecanismos para garantizar que las personas en las condiciones 
antedichas, fueran las últimas en ser desvinculadas, porque si bien una cualquiera 
de las situaciones descritas no otorga un derecho indefinido a permanecer en un 
empleo de carrera, toda vez que prevalecen los derechos de quienes ganan el 
concurso público de méritos. Como el ente fiscal no previó dispositivo alguno para 
no lesionar los derechos de ese grupo de personas, estando obligado a hacerlo, 
en los términos del Artículo 13 de la Constitución, esta Corte le ordenará a la 



entidad que dichas personas, de ser posible, sean nuevamente vinculadas en 
forma provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía de los que venían 
ocupando. 

  

Es claro que los órganos del Estado en sus actuaciones deben cumplir los fines 
del Estado, uno de ellos, garantizar la efectividad de los derechos consagrados en 
la Constitución, entre los cuales la igualdad juega un papel trascendental, en la 
medida que obliga a las autoridades en un Estado Social de Derecho, a prodigar 
una protección especial a las personas que, por su condición física o mental, se 
encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, Artículo 13, inciso 3 de la 
Constitución. Este mandato fue ignorado por la Fiscalía General cuando hizo la 
provisión de los empleos de carrera y dejó de atender las especiales 
circunstancias descritas para los tres grupos antes reseñados. 

  

[…] 

  

En consecuencia, la entidad deberá prever las especiales situaciones descritas en 
este apartado, al momento en que deba ocupar los cargos con el o los concursos 
que tiene que efectuar en cumplimiento de esta providencia.” 

  

De acuerdo con la norma y jurisprudencia anterior, le corresponde a la 
administración permitir en la medida de sus posibilidades que las personas que 
sean madres y padres cabeza de familia; que estaban próximas a pensionarse y 
las personas en situación de discapacidad sean reubicadas donde puedan 
conservar y progresar en el empleo. 

  

Lo anterior, en consonancia con la sentencia T-595 de 2016 de la Corte 
Constitucional, en la que analizó la estabilidad laboral reforzada en caso de que la 
desvinculación sea consecuencia de la aplicación de una lista de elegibles 
resultante de un concurso de méritos, en la cual señaló que: “(…) En aquellos 
eventos en los que la Administración no posea margen de maniobra, debe generar 
medios que permitan proteger a las personas en condiciones especiales (…) con 
el propósito de que sean las últimas en ser desvinculadas de sus cargos, esto, por 
cuanto no gozan de un derecho indefinido a permanecer en el cargo de carrera. 
(…) Ello, naturalmente, sin perjuicio de la asignación de los cargos cuando se 
adelantan los correspondientes concursos de méritos.” 



  

Para el caso de los pre pensionados y apropósito de la convocatoria a concursos 
de méritos en cargos de carrera administrativa, la Ley 1955 de 2019 contempla: 

  

“ARTÍCULO 263. REDUCCIÓN DE LA PROVISIONALIDAD EN EL EMPLEO 
PÚBLICO. Las entidades coordinarán con la Comisión Nacional del Servicio Civil 
– CNSC la realización de los procesos de selección para el ingreso a los cargos 
de carrera administrativa y su financiación; definidas las fechas del concurso las 
entidades asignarán los recursos presupuestales que le corresponden para la 
financiación, si el valor del recaudo es insuficiente para atender los costos que 
genere el proceso de selección, de acuerdo con lo señalado en el Artículo 9 de la 
Ley 1033 de 2006. 

  

Los procesos de selección para proveer las vacantes en los empleos de carrera 
administrativa en los municipios de quinta y sexta categoría serán adelantados por 
la CNSC, a través de la Escuela Superior de Administración Pública - ESAP, como 
institución acreditada ante la CNSC para ser operador del proceso. La ESAP 
asumirá en su totalidad, los costos que generen los procesos de selección. 

  

PARÁGRAFO PRIMERO. Las entidades públicas deberán adelantar las 
convocatorias de oferta pública de empleo en coordinación con la CNSC y el 
Departamento Administrativo de la Función Pública. 

  

PARÁGRAFO SEGUNDO. Los empleos vacantes en forma definitiva del sistema 
general de carrera, que estén siendo desempeñados con personal vinculado 
mediante nombramiento provisional antes de diciembre de 2018 y cuyos titulares a 
la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley le falten tres (3) años o menos 
para causar el derecho a la pensión de jubilación, serán ofertados por la CNSC 
una vez el servidor cause su respectivo derecho pensional. 

  

Surtido lo anterior los empleos deberán proveerse siguiendo el procedimiento 
señalado en la Ley 909 de 2004 y en los decretos reglamentarios. Para el efecto, 
las listas de elegibles que se conformen en aplicación del presente Artículo 
tendrán una vigencia de tres (3) años. 
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El jefe del organismo deberá reportar a la CNSC, dentro de los dos (2) meses 
siguientes a la fecha de publicación de la presente Ley, los empleos que se 
encuentren en la situación antes señalada. 

  

Para los demás servidores en condiciones especiales, madres, padres cabeza de 
familia y en situación de discapacidad que vayan a ser desvinculados como 
consecuencia de aplicación de una lista de elegibles, la administración deberá 
adelantar acciones afirmativas para que en lo posible sean reubicados en otros 
empleos vacantes o sean los últimos en ser retirados, lo anterior sin perjuicio del 
derecho preferencial de la persona que está en la lista de ser nombrado en el 
respectivo empleo.” 

  

De lo anterior, se tiene que los empleos con vacancia definitiva provistos con 
nombramiento provisional antes de diciembre de 2018 y cuyos titulares al 25 de 
mayo de 2019 le falten tres (3) años o menos para causar el derecho a la pensión 
de jubilación, serán ofertados por la CNSC una vez el servidor cause su respectivo 
derecho pensional. 

  

Es decir, que los concursos convocados a concurso por parte de la CNSC 
posterior al 25 de mayo de 2019 debieron tener en cuenta lo previsto en la anterior 
norma transcrita y por ende, estos cargos no se debieron incluir en el concurso. 

  

Respecto del orden para la provisión de empleos de carrera, el Decreto 1083 de 
2015 prevé lo siguiente: 

  

“ARTÍCULO 2.2.5.3.2. Orden para la provisión definitiva de los empleos de 
carrera. La provisión definitiva de los empleos de carrera se efectuará teniendo en 
cuenta el siguiente orden: 

  

(…) 
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PARÁGRAFO 2. Cuando la lista de elegibles elaborada como resultado de un 
proceso de selección esté conformada por un número menor de aspirantes al de 
empleos ofertados a proveer, la administración, antes de efectuar los respectivos 
nombramientos en período de prueba y retirar del servicio a los provisionales, 
deberá tener en cuenta el siguiente orden de protección generado por: 

  

1. Enfermedad catastrófica o algún tipo de discapacidad. 

  

2. Acreditar la condición de padre o madre cabeza de familia en los términos 
señalados en las normas vigentes y la jurisprudencia sobre la materia. 

  

3. Ostentar la condición de prepensionados en los términos señalados en las 
normas vigentes y la jurisprudencia sobre la materia. 

  

4. Tener la condición de empleado amparado con fuero sindical. 

  

PARÁGRAFO 3. Cuando la lista de elegibles esté conformada por un número 
igual o superior al número de empleos a proveer, la administración deberá 
adelantar acciones afirmativas para que en lo posible los servidores que se 
encuentren en las condiciones señaladas en el parágrafo anterior sean reubicados 
en otros empleos de carrera o temporales que se encuentren vacantes, y para los 
cuales cumplan requisitos, en la respectiva entidad o en entidades que integran el 
sector administrativo. 

  

PARÁGRAFO 4. La administración antes de ofertar los empleos a la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, deberá identificar los empleos que están ocupados por 
personas en condición de prepensionados para dar aplicación a lo señalado en el 
parágrafo 2 del Artículo 263 de la Ley 1955 de 2019." 

  

De acuerdo con lo previsto en la norma, se tiene que, en el caso que la lista de 
elegibles elaborada como resultado de un proceso de selección esté conformada 
por un número menor o igual al de aspirantes al de empleos ofertados a proveer, 



la administración, antes de efectuar los respectivos nombramientos en período de 
prueba y retirar del servicio a los provisionales, deberá tener en cuenta, entre 
otros, a quienes tienen la condición de prepensionados, para que en lo 
posible estos servidores sean reubicados en otros empleos de carrera o 
temporales que se encuentren vacantes, y para los cuales cumplan requisitos, en 
la respectiva entidad o en entidades que integran el sector administrativo. 

  

De otra parte, los concursos de méritos para proveer empleos de carrera 
administrativa convocados por la CNSC con posterioridad al 25 de mayo de 2019 
no deberá incluir los empleos cuyos titulares en provisionalidad le falten tres (3) 
años o menos para causar el derecho a la pensión de jubilación; es decir que, los 
concursos convocados antes del 25 de mayo de 2019 es posible que hayan 
incluido los empleos cuyos titulares en provisionalidad tuviesen la condición de 
prepensionados, en razón a que la exclusión contemplada para estos servidores 
públicos, se efectuó a partir de la expedición de la Ley 1955 de 2019. 

  

Con todo, en el evento que la lista de elegibles elaborada como resultado de un 
proceso de selección esté conformada por un número menor o igual al de 
aspirantes al de empleos de carrera ofertados a proveer, la administración, antes 
de efectuar los respectivos nombramientos en período de prueba y retirar del 
servicio a los provisionales, deberá tener en cuenta, entre otros, a quienes tienen 
la condición de prepensionados, para que, en lo posible, estos servidores sean 
reubicados en otros empleos de carrera o temporales que se encuentren 
vacantes, y para los cuales cumplan requisitos, en la respectiva entidad o en 
entidades que integran el sector administrativo, dicho análisis y decisión es propio 
de la respectiva entidad u organismo público. 

  

Así las cosas y, para dar respuesta puntual a sus interrogantes, esta Dirección 
Jurídica considera que: 

  

Efectuando una revisión de las normas y jurisprudencia que regulan la materia, se 
tiene que el empleado provisional al que le faltan menos de tres años para cumplir 
los requisitos para acceder a la pensión (edad y/o tiempo de servicios), deberá 
ceder la plaza a quien ocupe el primer lugar en el concurso de méritos que se 
adelantó para proveer el empleo que ocupa en provisionalidad, ya que su situación 
no lo exime de demostrar su capacidad y mérito en igualdad de condiciones y el 
mérito debe ser el factor que determine el ingreso o la permanencia en el sector 
público; 



  

No es necesario que el funcionario que ocupa el cargo en provisionalidad renuncie 
antes de publicada la lista de elegibles, ya que puede optar por esperar hasta ser 
retirado del empleo; y 

  

Si el cargo que el funcionario ocupa en provisionalidad es provisto por concurso de 
méritos, una vez se publique la lista de elegibles definitiva, quien ostenta el cargo 
en provisionalidad deberá ser retirado, o como ya se explicó, por gozar de la 
condición de pre pensionado, reubicado si es posible. Sin embargo, no podrá 
esperar a la edad de retiro forzoso para ceder la plaza que fue ganada por otra 
persona por concurso de méritos. 

  

Para mayor información respecto de las normas de administración de los 
empleados del sector público; así como las inhabilidades e incompatibilidades 
aplicables a los mismos, me permito indicar que en el link /eva/es/gestor-normativo 
podrá encontrar conceptos relacionados con el tema, que han sido emitidos por 
esta Dirección Jurídica. 

  

El anterior concepto se emite en los términos establecidos en el Artículo 28 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

  

Cordialmente, 

  

ARMANDO LÓPEZ CORTES 

  

Director Jurídico 

  

Proyectó. Sara Paola Orozco Ovalle 

  

Revisó: Harold Herreño Suárez 
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Aprobó: Armando López Cortés 

  

11602.8.4 

  

NOTAS DE PIE DE PÁGINA 

  

1. Por la cual se expiden disposiciones para adelantar el programa de renovación 
de la administración pública y se otorgan unas facultades Extraordinarias al 
Presidente de la República". 

  

2. Por el cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Función 
Pública 

 

 

Este documento fue tomado directamente de la página oficial de la entidad que lo 

emitió.  


